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En la ciudad de La Paz, Baja California Sur, a cinco de junio del 

dos mil veinticuatro, y VISTOS los autos para resolver en definitiva el 

Juicio de Nulidad contenido en el expediente registrado bajo el número 

062/2023-LPCA-II, instaurado por **********************************, en 

contra de la DIRECTORA GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR; PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE HONOR Y 

JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; 

COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; y SECRETARIO 

TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICIA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR;  el suscrito Magistrado de esta Segunda Sala del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante 

el Secretario de Estudio y Cuenta, quien da fe, y de conformidad a lo que 

establecen los artículos 56 y 57 de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, procede a emitir 

sentencia definitiva en los siguientes términos:  

 

R E S U L T A N D O S: 

 



I.- Mediante escrito y anexos, recibidos en la Oficialía de Partes de 

este Tribunal de Justicia Administrativa en el Estado, ocho de mayo de 

dos mil veintitrés, el C. *****************************************, presentó 

demanda de nulidad en contra de las siguientes autoridades 

demandadas a la DIRECTORA GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 

POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR; PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE HONOR Y 

JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; 

COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; SECRETARIO 

TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICIA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR; SECRETARIA GENERAL DEL H. AYUNTAMIENTO 

DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; y DIRECTOR DE RECURSOS 

HUMANOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA 

SUR (visible en fojas 002 a 142 de autos).  

 

II.- Mediante proveído dictado el quince de mayo de dos mil 

veintitrés, por razón de turno, le correspondió el conocimiento del asunto 

a esta Segunda Sala Instructora de este Tribunal, registrándose en el 

libro de gobierno bajo el número de expediente 062/2023-LPCA-II, acto 

seguido, esta Segunda Sala estimó que, antes de proveer sobre la 

admisión o desechamiento de la demanda, se requiere a la parte 

promovente a fin de subsane una serie de irregularidades, apercibiéndolo 

que de no cumplir se le desecharía la demanda (visible de foja 143 a 164 

de autos). 
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III.- Por auto dictado el dos de junio de dos mil veintitrés, se 

tomó conocimiento de escrito recibido el treinta y uno de mayo de dos mil 

veintitrés, ante la oficialía de Partes de este Tribunal, con el cual la parte 

actora pretendió cumplir con el requerimiento que se indica en el auto de 

fecha quince de mayo de dos mil veintitrés, por lo que, atento a lo 

presentado se tuvo por no cumpliendo con lo requerido, por lo que, se 

otorgó un día para cumplir con dicho requerimiento (visible en fojas 153, 

154 y 155 de autos). 

 

IV.- Con proveído de fecha ocho de agosto de dos mil veintitrés, 

se tuvo por recibido escrito y anexos presentados vía sobre número 

BZN2023-P0116-T01, con el cual la parte actora en el presente juicio, 

cumple con el requerimiento de fecha quince de mayo del año dos mil 

veintitrés, acordando que es improcedente la demanda intentada en 

cuanto a las autoridades denominadas SECRETARIO GENERAL DEL 

H. AYUNTAMIENTO DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR y 

DIRECTOR DE RECURSOS HUMANOS DEL H. AYUNTAMIENTO DE 

LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; por lo que se desechó la demanda 

en cuanto a las autoridades citadas y se ordenó admitir la demanda 

únicamente en cuanto a la DIRECTORA GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA 

PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE 

HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA 

SUR; COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN 



GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; 

SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA 

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICIA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 

CALIFORNIA SUR, ordenándose su emplazamiento; fijándose como 

acto reclamado el siguiente: 

 
“III. EL ACTO, EL PROCEDIMIENTO Y LA RESOLUCIÓN QUE SE 
IMPUGNA; LA NULIDAD DE LA BAJA QUE SE ME ORIGINÓ EN MI 
PERJUICIO COMO OFICIAL DE LA POLICÍA MUNICIPAL 
ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE 
LA PAZ, en fecha 10 DE DICIEMBRE DEL 2022, EMITIDA POR EL 
SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE HONOR Y 
JUSTICA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 
PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL, LA 
CUAL FUE EMITIDA EN LOS AUTOS DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO *********************************, EN LA 
CUADRAGESIMA CUARTA SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA 
COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA; así como la nulidad de los 
actos ejecutivos que del documento en mención se deriven; 
procedimiento de baja generado por medio del oficio número 
***************************************** EL CUAL SE ME FUE 
NOTIFICADO EL DIA 14 DE MARZO DEL PRESENTE AÑO 2023.” 

 

Asimismo, se tiene por ofrecidas, admitidas y desahogadas por su 

propia naturaleza las documentales ofrecidas y descritas en los 

numerales 1, 2 y 5, del capítulo de pruebas, así como las señaladas en 

los puntos 3 y 4 del mismo capítulo, consistentes en la instrumental de 

actuaciones y la presuncional legal y humana; (visible de foja 167 a 170 

de autos). 

 

V.- Mediante acuerdo de fecha veinte de septiembre de dos mil 

veintitrés, se tuvieron por recibidos cuatro oficios sin número, 

presentados el día dieciocho de septiembre del año dos mil veintitrés, 

signados respectivamente, el primero en mención por el SECRETARIO 

TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 
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DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL; el segundo y tercero de ellos 

por la PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL; esta por si y en representación 

de la comisión en mención; y el último por la DIRECTORA GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 

MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR; con los cuales se 

les tuvo por produciendo la contestación de demanda, en consecuencia 

se ordenó correr traslado a la parte actora, a fin de que esté en aptitud 

de ampliar la demanda; por otra parte, se les tuvo por ofrecidas, 

admitidas y desahogadas las pruebas documentales indicadas en los 

párrafos primero, segundo, tercero y cuarto, así como los indicados en 

los párrafos quintos y sexto de los capítulos de pruebas de los oficios 

de contestación del SECRETARIO TÉCNICO DE LA COMISIÓN DE 

HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD 

PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL; la 

PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 

PREVENTIVA Y TRÁNSITO MUNICIPAL; por otro lado, se le tuvo por 

ofrecidas, admitidas y desahogadas las pruebas documentales indicadas 

en los párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto, así como 

los indicados en los párrafos sexto y séptimo del capítulos de pruebas 

del oficio de contestación de la DIRECTORA GENERAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA PREVENTIVA Y TRÁNSITO 



MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA CALIFORNIA SUR  (visible en fojas 243 

a 244 de autos). 

 

VI.- Por proveído dictado el uno de marzo de dos mil 

veinticuatro, se da cuenta con el estado que guardan los autos, en virtud 

que no existían pruebas o cuestiones pendientes que desahogar, 

otorgándose a las partes el plazo de cinco días hábiles comunes para 

que formularan alegatos por escrito, en la inteligencia que vencido dicho 

plazo, con alegatos o sin ellos, sin necesidad de declaratoria expresa, 

quedaría cerrada la instrucción (visible a foja 247 de autos). 

 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

PRIMERO: Competencia. Esta Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, con fundamento 

en el artículo 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en los artículos 64 fracciones XLIV y XLV, y 157, 

fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Baja California Sur, con apego a lo establecido en los artículos 1, 2, 4, 

7, 15, fracción XI y 35 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, artículos 9 y 19 

fracciones IV, X y XX del Reglamento Interior del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja California Sur, es competente para 

conocer y resolver en definitiva el presente juicio de conformidad a 

los artículos 1, y 56, de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur.  

 

SEGUNDO: Existencia de la resolución impugnada. Derivado 

de un análisis integral al escrito de demanda, y de las documentales que 

corren debidamente agregadas en autos dentro del expediente principal, 
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se desprende en la presente causa que la parte actora controvierte la 

legalidad del cese contenido en el oficio número 

*****************************************, de fecha dieciséis de febrero de 

dos mil veintitrés, mediante la cual se determinó aplicar la sanción 

consistente en DESTITUCIÓN del cargo que desempeñaba como 

elemento activo, Policía tercero, adscrito a la Dirección General de 

Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal, en el 

Municipio de la Paz, Baja California Sur, mismo documento que se 

encuentra debidamente acreditada en actuaciones con la documental 

que obra agregada a foja 014, a la que se le otorga valor probatorio pleno 

en los términos de los artículos 47, párrafos primero y segundo, en 

relación con el artículo 53 de la Ley de Procedimiento Contencioso 

Administrativo para el Estado de Baja California Sur, y de aplicación 

supletoria con los artículos 275, 278, 282, 286 fracciones III y X del 

Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California Sur, 

y el mismo no fue objetado ni controvertido. 

 

TERCERO: Causales de improcedencia y sobreseimiento. 

Éstas se analizan a petición de parte o de oficio, por ser cuestiones de 

orden público y de estudio preferente. Por lo que, una vez analizadas 

todas y cada una de las constancias acorde a lo que establecen los 

artículos 14 y 15, de la Lay de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur, se advierte que las autoridades 

demandadas no hicieron valer causales de improcedencia o 

sobreseimiento que analizar por parte de esta Segunda Sala. 



Así mismo, para continuar con el análisis oficioso de las demás 

causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en la ley de la 

materia en comento, sirviendo para su implementación lo vertido en la 

tesis jurisprudencial IV.2o.A.201 A, con número de registro 172017, 

Novena Época, materia administrativa, por Tribunales Colegiados de 

Circuito en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XXVI, Julio de 2007, en página 2515, que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. EL ANÁLISIS DE LAS CAUSAS 
RELATIVAS ES DE ORDEN PÚBLICO Y, POR LO TANTO, SI EN 
EL RECURSO DE REVISIÓN EL JUZGADOR ADVIERTE LA 
ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA, CUYO ESTUDIO ES 
PREFERENTE A LAS EXAMINADAS POR EL A QUO O A LAS 
HECHAS VALER POR LAS PARTES, DEBE PRONUNCIARSE 
DE OFICIO AL RESPECTO SIN ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Las causas 
de improcedencia del juicio contencioso administrativo tienen el 
carácter de presupuestos procesales que deben ser atendidos 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las 
acciones sólo puede llevarse a efecto si aquél se ha tramitado 
conforme a los lineamientos establecidos en la ley, pues de no ser 
así, el juzgador estaría impedido para resolver sobre la 
controversia propuesta, ya que al impartir justicia en términos del 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene el deber de ajustarse a los mecanismos jurídicos 
establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 
jurisdiccional. Por ello, la improcedencia del juicio contencioso es 
una cuestión de orden público que debe estudiarse aun de oficio, 
sin que se permita a los particulares o al Juez su variación, pues 
no está sujeto a la voluntad de éstos, en tanto las normas de 
derecho procesal son obligatorias para todos los sujetos del 
proceso. Además, la preservación de los juicios no tiene una 
jerarquía superior a la seguridad jurídica, porque no es dable 
legalmente mantener uno que es improcedente en detrimento de 
una justicia pronta, completa e imparcial. Luego, el juzgador, en 
aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el 
proceso, siempre debe asegurarse de que el juicio sea 
procedente, en cualquier momento de la contienda, y hasta el 
dictado de la sentencia definitiva, incluso en la segunda instancia. 
Dicho estudio oficioso se encuentra contenido implícitamente en 
el artículo 48 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, al 
prever el desechamiento de demandas notoriamente 
improcedentes, cuando las partes o terceros ni siquiera han 
podido proponer la improcedencia del juicio, por lo que con mayor 
razón el ad quem tiene esa posibilidad después de haberse 
sustanciado el procedimiento en primera instancia; lo cual 
también se advierte del artículo 57, fracción II, de la mencionada 
ley, que dispone que el sobreseimiento procede cuando aparezca 
o sobrevenga alguna causa de improcedencia de las establecidas 
en el artículo 56 del mismo ordenamiento. En esa tesitura, si se 
promueve el recurso de revisión previsto en el artículo 89 de la 
aludida ley contra la sentencia que decretó el sobreseimiento en 
el juicio, y el tribunal de alzada advierte un motivo de 
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improcedencia que es de análisis preferente al examinado 
oficiosamente por el a quo o al hecho valer por alguna de las 
partes, no debe abordar el estudio del agravio propuesto para 
desestimar la causa de improcedencia, ya que de hacerlo 
implicaría una innecesaria dilación en la resolución del asunto, en 
detrimento de la garantía de prontitud en la administración de 
justicia, pues podría darse el caso de un acucioso análisis para 
desestimarla y abocarse entonces al estudio de la diversa causa 
advertida de oficio, siendo que será ésta la que, al final de 
cuentas, rija el sentido de la decisión.” 
 

En ese sentido, una vez realizado el análisis oficioso antes aludido 

no se advierte la configuración de alguna de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento que se encuentran previstas en los 

artículos 141 y 152 la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur, por lo tanto, es que NO SE 

 
1 “ARTÍCULO 14.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los casos, por las causales y contra los actos 
siguientes: 
I.- Contra actos de autoridades de otras entidades federativas o dependientes de la Administración Pública 
Federal; 
II.- Contra actos legislativos del Congreso del Estado, sentencias o resoluciones formal y materialmente 
judiciales, laudos de autoridades de trabajo y resoluciones de autoridades electorales, derechos humanos y 
en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales; 
III.- Contra actos que sean materia de otro juicio, recurso o medio de defensa administrativo que se encuentre 
pendiente de resolución, promovido por el mismo actor, contra las mismas autoridades y por los mismos actos, 
aunque los agravios alegados sean diversos; 
IV.- Contra actos que hayan sido materia de otro juicio contencioso administrativo; 
V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del actor; que se hayan consumado de un modo 
irreparable; o que hayan sido consentidos expresa o tácitamente, entendiéndose por éstos aquellos contra 
los que no se promovió el juicio en los plazos señalados por la presente Ley; 
VI.- Contra reglamentos de carácter general, que no se hayan aplicado concretamente al promovente; 
VII.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto impugnado; 
VIII.- Cuando hayan cesado los efectos del acto impugnado o éste no pueda surtir efecto legal o material 
alguno, y 
IX.- Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición legal. 
La improcedencia del juicio será examinada aun de oficio.” 
2 “ARTÍCULO 15.- Procede el sobreseimiento: 
I.-Por desistimiento del demandante; 
II.-Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere 
el artículo anterior; 
III.-En el caso de que el demandante muera durante el juicio si su pretensión es intransmisible o, si su muerte, 
deja sin materia el proceso; 
IV.-Si la autoridad demandada deja sin efecto la resolución o acto impugnados, siempre y cuando se satisfaga 
la pretensión del demandante; 
V.-Si el juicio queda sin materia; 
VI.-Cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el plazo de ciento ochenta días consecutivos, 
ni el actor hubiere promovido en ese mismo lapso, siempre que la promoción sea necesaria para la 
continuación del procedimiento. En los juicios que se encuentren en revisión, la inactividad producirá 
caducidad de esa instancia y el Pleno declarará firme la resolución recurrida. Celebrada la audiencia de ley o 
propuesto el asunto para resolverse, no procederá el sobreseimiento o la caducidad, y 
VII.-En los demás casos en que, por disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuando al 
fondo del asunto.” 



SOBRESEE EL PRESENTE JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO, en consecuencia, se procede con el estudio de la 

causa que nos ocupa, en razón a la competencia que nos otorga las 

fracciones III y XII, del artículo 15, de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur. 

 

CUARTO: Análisis de los conceptos de impugnación. Esta 

Segunda Sala procede a resolver los planteamientos vertidos en los 

agravios contenidos en el escrito de demanda, en relación con lo 

manifestado por las autoridades demandadas en su contestación, 

respecto del acto impugnado en el presente juicio. 

 

Ahora bien, en atención al principio de economía procesal, se 

estima pertinente no realizar la transcripción íntegra de los conceptos de 

impugnación expuestos por la demandante, ni las manifestaciones de las 

autoridades demandadas, por lo que únicamente se asentarán en 

esencia sus posturas, teniéndose como si a la letra se transcribieran de 

manera íntegra, pues con ello, se considera que no se vulneran los 

principios de congruencia y exhaustividad, tomando como sustento lo 

vertido en la jurisprudencia por contradicción 2a./J.58/2010 con número 

de registro 164618, visible en página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena 

Época, del Semanario de la Federación y su Gaceta, que a la letra dice: 

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X 
"De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro 
primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se 
advierte como obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir 
con los principios de congruencia y exhaustividad en las 
sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 
puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o 
del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los 
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planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente 
planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos 
distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe 
prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente 
arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las 
características especiales del caso, sin demérito de que para 
satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se 
estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad 
que efectivamente se hayan hecho valer. 
 

De forma previa, resulta oportuno señalar que mediante diversas 

resoluciones emitidas por las Salas que integran este órgano 

jurisdiccional 3 , se ha dejado patente que la naturaleza jurídica del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, lo 

define como un órgano autónomo, apegado en todos sus actos y 

resoluciones a los principios de legalidad, de máxima publicidad, 

respeto a los derechos humanos, verdad material, razonabilidad, 

debido proceso, entre otros; dotado de plena jurisdicción en los asuntos 

que le competen, como en el caso, la de dirimir las controversias de 

carácter contencioso-administrativo que se susciten entre cualquier 

autoridad administrativa perteneciente a la administración pública 

estatal o municipal, órganos descentralizados con los particulares, que 

vean afectados o transgredidos sus intereses jurídicos; así como, de 

éstos con aquéllos, esto, conforme al procedimiento previamente 

establecido en la ley4. 

 

Luego, este Tribunal, al ser de plena jurisdicción, que enmarca 

 
3 Ver: https://www.tjabcs.gob.mx/category/resoluciones-sentencias/ 
4 Artículo 1 y 2 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, 
publicada en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur el 27 de junio de 2017. 



su espectro de actuación en determinar la legalidad o ilegalidad de los 

actos y/o resoluciones de las autoridades referidas, de acuerdo a las 

pretensiones que se deduzcan en el procedimiento establecido en la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur5, misma que regula el juicio que hoy nos ocupa, es 

necesario establecer que la materia de los asuntos que se ventilan en 

esta sede contenciosa son de legalidad. 

 

La demandante en su escrito inicial de demanda señaló en 

esencia lo siguiente:  

 

“Que los agravio que me causa el acto, el procedimiento o la 
resolución impugnados son los siguientes: Se violan en mi 
perjuicio las garantías de igualdad y no discriminación, legalidad y 
seguridad jurídica, contempladas, la primera en el artículo 1 
Constitucional, mientras que las restantes en el primer párrafo del 
artículo 16 de la Constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 

[…] 

 

En ese sentido, de la simple lectura de los dispositivos en mención, 
se desprenden derechos que se encuentran contemplados en las 
garantías de legalidad y seguridad jurídica que me otorga el 
artículo 16 de la Constitución Federal, en este caso mi derecho de 
audiencia, defensa y procedimiento previamente establecido ante 
la autoridad competente, por lo tanto, considero que de la narrativa 
de hechos, que la orden emitida por la responsable ordenadora, 
carecen, primeramente de toda fundamentación, pues no apoyan 
precepto legal alguno para decretar en mi contra la destitución y 
baja de la Dirección de Seguridad Pública, Policía Preventiva y 
Tránsito Municipal, además de no esgrimir los argumentos lógicos 
y jurídicos que las lleven a determinar que la conducta desplegada 
por el suscrito se apega a algún supuesto normativo que le permita 
decretar la procedencia de la destitución y separación de mis 
funciones por no cumplir con los requisitos constitucionales y 
derechos humanos a una defensa.  
 

Por lo que, en ese sentido, los actos que atribuyo a las 
responsables ordenadoras, violenta en mi perjuicio mis derechos 
humanos de igualdad y no discriminación, además de las 
garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el 
articulo 16 de la Constitución Federal, al no encontrarse 

 
5 Publicada el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur el 14 de mayo de 2018. 
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debidamente apoyado en precepto legal alguno, pues como se 
puede advertir del artículo 78, de la Ley del Sistema Estatal de 
Seguridad Pública de Baja California Sur, previo a la imposición de 
cualquier sanción o correctivo disciplinario, la autoridad 
ordenadora debió de otorgarme el derecho de audiencia, lo cual 
no aconteció en el presente asunto, pues esta no me citó a 
comparecer al procedimiento respectivo de sujeción a 
procedimiento sancionatorio de expediente respectivo y en donde 
me otorgara este derecho y el de defensa en procedimiento, los 
cuales no me concedió, dejándome en total estado de 
indefensión.” 
 

Por su parte, las autoridades demandadas al momento de 

producir contestación son coincidentes entre sí, quienes sostuvieron 

la legalidad del acto impugnado, argumentando entre otras cosas lo 

siguiente: 

 

“Respecto al capítulo único de agravios mediante el cual el 
demandante expresa que le fueron violados sus derechos 
constitucionales respecto al artículo 1 Constitucional, así como en 
el primer párrafo del artículo 16 Constitucional. 

 
[…] 

 
Siendo en este caso que el demandante al haber sido sentenciado 
culpable por el delito ya señalado en líneas anteriores oído y 
vencido enjuicio, es como se ubicó ante una falta grave, que es 
totalmente contraria a los fines y a la conducta que un elemento 
de seguridad publica en el ámbito municipal con el cargo de policía 
debe de tener ante la ciudadanía. 

 
Por lo que, por los motivos antes expuestos y con fundamento en 
el artículo 88 apartado B, fracción I, Ley General Del Sistema 
Nacional De Seguridad Pública; así mismo en los artículos 63 
apartado B, fracción de la Ley Estatal de Seguridad Pública para 
el Estado de Baja California Sur; … 

 
[…] 

 
De lo anterior señalado y por la falta considerada como grave ante 
nuestras leyes y reglamentos que rigen el actuar policial fue motivo 
que al demandante se le instaurara el procedimiento 
administrativo número ********************************, que concluyo 



bajo el procedimiento de la Comisión de Honor y Justicia, 
recayendo en el oficio número 
*****************************************, mismo que se le entrego en 
fecha 14 de marzo del año 2023 mediante el cual se le notificaba 
y hacía de su conocimiento que se encontraba dado de baja.  

 
En consecuencia de lo antes señalado , queda acreditado por 
notificación ya señalada en el cuerpo de la presente contestación 
que sí, se le notificó al demandante del proceso administrativo en 
su contra, mismo que fue de forma escrita y el recibió así como su 
derecho de audiencia, demostrando no tener interés alguno por 
ejercitar su derecho, ya que no realizo manifestación alguna a su 
favor en el tiempo concedido para su realización: así mismo todo 
lo realizado fue conforme a derecho respecto a la aplicación que 
señalan nuestras leyes, normas y reglamentos que rigen la 
actuación policial y lo términos a los cuales deben de apagarse 
todos aquellos miembros de las instituciones policiales.  

 
Así mismo el demandante al realizar la conducta por la cual fue 
sentenciado incumplió con el primer requisito de permanencia ya 
enunciado en el cuerpo de la presente contestación, con lo cual 
transgredió las leyes, normas y reglamentos que rigen la actuación 
policial precisamente en uno de sus requisitos de permanencia, 
todo esto concatenado por disposición constitucional con 
fundamento en el artículo 123 apartado B. en su fracción XIII.” 
 

Una vez señalado lo anterior, de conformidad al artículo 57, de la 

Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur, es preciso establecer que, la litis materia de 

estudio en el presente juicio consiste en, determinar si la autoridad 

demandada al momento de emitir la resolución impugnada esta 

fue debidamente fundada y motivada de conformidad a lo previsto por 

la ley de la materia. 

 

Una vez precisado lo anterior, y para efecto de una mejor 

comprensión del presente asunto, se realiza un breve relato de los 

antecedentes de la resolución impugnada contenida en el expediente 

administrativo *****************************************. 

 

“PRIMERO.- Que en fecha 01 del mes de MAYO del año 1994 mil 
novecientos noventa y cuatro, causó alta en la Dirección General 
de Seguridad Publica, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de 
La Paz, como Agente de Seguridad Publica, Adscrita a la Dirección 
General de Seguridad Publica, Policía Preventiva y Tránsito 
Municipal de La Paz, y se desempeñaba en el puesto de Policía 
Tercero, se le dio de baja en fecha 12 de diciembre del año 1995 
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y reingrese en fecha 06 de Junio del año 2005, devengando sus 
correspondientes prestaciones, las cuales le eran cubiertas 
mediante tarjeta de nómina, pagos que se le otorgaban en forma 
quincenal por parte de la Tesorería Municipal de La Paz, los días 
15 y ultimo de cada mes, previo estampar su firma en la nómina 
correspondiente y extenderme también el correspondiente talón 
donde constan las percepciones y deducciones correspondientes 
a su trabajo. 

 
SEGUNDO. - En ese orden de ideas, su relación de trabajo con 
sus superiores y compañeros siempre se han dado de forma 
cordial, sin incidente laboral alguno, ya que en el tiempo que ha 
desempeñado sus funciones jamás ha tenido ningún problema 
laboral, ya que cumplio a cabalidad con horarios y servicios 
encomendados. Es el caso que el día 15 del mes de Marzo del 
año 2023, fue citado en la Dirección General de Seguridad 
Publica, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, por 
parte del departamento jurídico de la Dirección General de 
Seguridad Publica, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La 
Paz, asistiendo a dicho lugar, estando en las oficinas le entregaron 
a firmar documentos y le comentaron que estaba firmando la baja 
que se le dio en la resolución de la comisión de honor y justicia, 
manifestando bajo protesta de decir verdad que en ningún 
momento tuvo derecho alguno de poder defenderse en dicha 
resolución que se dio como resultado del procedimiento, del cual 
tampoco tuvo oportunidad de defenderse, la cual fue emitida por 
la comisión de honor y justicia. 

 
TERCERO. - Siendo entonces que en ese momento le entregaron 
oficio número *****************************************, en el cual se 
percate que se le estaba entregando la destitución y baja de la 
Dirección General de Seguridad Publica, Policía Preventiva y 
Tránsito Municipal de La Paz, así mismo la existencia de un 
procedimiento administrativo número 
*****************************************, del cual desconocía.  

 
CUARTO.- Al momento de notificarle le comento personal del área 
de jurídico, que la baja que le estaban notificando era porque 
estuvo en el cereso sentenciado; En fecha 25 de febrero del año 
2022 fue presentada la denuncia interna ante la unidad de asuntos 
internos de la Dirección General de Seguridad Publica, Policía 
Preventiva y Tránsito Municipal, manifestó que en fecha 19 de 
marzo del año 2016 ingresó al centro de reinserción social (cereso) 
y se le sentencio a una condena de 5 cinco años, dándose por 
compurgada en fecha 18 de marzo del 2021, sentencia la cual fe 
dictada en fecha 07 de Abril del 2017 la cual causo ejecutoria en 
fecha 13 de diciembre del 2017, pasando más de 4 años para que 
se presentara la denuncia interna ante la unidad de asuntos 
internos de la Dirección General de Seguridad Publica, Policía 



Preventiva y Tránsito Municipal. 
 

QUINTO. - Que manifiesto bajo protesto de decir verdad que 
desconocía del procedimiento administrativo que se inició en su 
contra, así mismo por obviedad de laborales, constitucionales y 
humanos, toda vez que todo el tiempo le decían que le llamarían 
para reubicarlo y que así pudiera seguir con sus labores dentro de 
la institución, en ningún momento se le comento o se le notificó 
sobre la apertura de un procedimiento, por lo que tampoco tuvo 
oportunidad de defenderme.” 
 

Por lo que se precisa que la materia del presente juicio 

esencialmente consiste en la resolución del procedimiento administrativo 

que culminó en la destitución del elemento policial de la Dirección 

General de Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de 

Los Cabos, Baja California Sur, consistente en la resolución de fecha 

diez de diciembre de dos mil veintidós, emitida por el Secretario 

Técnico de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de 

Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal, dentro del 

procedimiento administrativo *****************************************.  

 

Por tanto, con base en lo anterior, del análisis de los agravios 

vertidos por la demandante esta Segunda Sala adscrita del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, lo estima 

FUNDADO, en virtud de las siguientes consideraciones y argumentos 

jurídicos de hecho y de derecho: 

 

Decimos lo anterior, en razón de que efectivamente la autoridad 

violó la debida fundamentación y motivación establecida en los artículos 

14 y 16 Constitucionales, pues dicha resolución no se encuentra 

debidamente fundada y motivada acorde a lo establecido por el artículo 

16 primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el cual señala que todo acto de autoridad debe estar fundado 

y motivado, entendiéndose por lo primero, el deber de expresar con 

precisión el precepto jurídico aplicable al caso y por lo segundo, 
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señalarse con exactitud las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas que la autoridad haya tenido en 

consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que 

exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables; es 

decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. 

 

Lo anterior es así, pues tratándose de actos impugnados ante este 

Tribunal, para poder considerar un acto autoritario como correctamente 

fundado y motivado, es necesario que en él se citen: 

 

a) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o 

facultades a las autoridades para emitir el acto en perjuicio de los 

particulares;  

b) Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso 

específico; es decir, los supuestos normativos en que se encuadra 

la conducta del destinatario del acto, que serán señalados con 

toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y 

preceptos aplicables y;  

c) Las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron 

a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en los 

supuestos jurídicos previstos por la norma legal invocada como 

fundamento. 

 



En primer término, es menester señalar el primer párrafo del 

artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y la fracción V, del artículo 8°, de la Ley de Procedimiento Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur, que a la letra establecen lo 

siguiente: 

 

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos  
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal de procedimiento.  
[… ]” 
 
“Ley de Procedimiento Administrativo para el Estado de Baja 
California Sur 
Artículo 8º.- Son elementos y requisitos de validez del acto 
administrativo los siguientes: 

I.-  Ser expedido por autoridad competente, a través de 
servidor público en ejercicio de sus funciones, y en caso de que 
dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la Ley 
para emitirlo; 

[…] 

V.-  Estar fundado y motivado; 

[…].” 

 

De ahí que el precepto legal 8°, fracción V, de la Ley de 

Procedimiento Administrativo para el Estado de Baja California Sur, 

establece como requisito de validez que todo acto de autoridad debe estar 

fundado y motivado, entendiéndose por esto que, la autoridad emisora 

debe citar de manera precisa los preceptos legales que señalen su actuar, 

así como las circunstancias que hagan encuadrar lo establecido en el 

ordenamiento legal con el caso en particular. 

 

Ante la falta de alguno de los requisitos de validez establecidos en 

el artículo antes mencionado, tendrá como consecuencia la declaración de 
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invalidez e ilegalidad del acto combatido, de conformidad a alguno de los 

supuestos establecidos en el artículo 596  de la Ley de Procedimiento 

Contencioso Administrativo para el Estado de Baja California Sur.  

 

Ahora bien, al respecto cabe precisar que los señalamientos, en 

los escritos de contestación de demanda, de los preceptos legales que la 

enjuiciada manifestada le otorgan competencia para emitir la resolución 

impugnada, pero en ningún momento señala que se ordenó citar al 

imputado para que compareciera a rendir su declaración, sólo se 

limitaron a manifestar que queda acreditado por notificación del oficio 

número *****************************************, de fecha dieciséis de 

 
6 “ARTÍCULO 59.- Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre alguna de 
las siguientes causales: 
I.- Incompetencia del funcionario que la haya dictado, ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva 
dicha resolución; 
II.- Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre que afecte las defensas del particular y 
trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en 
su caso; 
III.- Vicios del procedimiento siempre que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la 
resolución impugnada; 
IV.- Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o 
bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas, en cuanto al 
fondo del asunto, y 
V.- Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales no corresponda a los 
fines para los cuales la ley confiera dichas facultades. 
Para los efectos de lo dispuesto por las fracciones II y III del presente artículo, se considera que no afectan 
las defensas del particular ni trascienden al sentido de la resolución impugnada, entre otros, los vicios 
siguientes: 
a)Cuando en un citatorio no se haga mención que es para recibir una orden de visita domiciliaria, siempre 
que ésta se inicie con el destinatario de la orden; 
b)Cuando en un citatorio no se haga constar en forma circunstanciada la forma en que el notificador se 
cercioró que se encontraba en el domicilio correcto, siempre que la diligencia se haya efectuado en el domicilio 
indicado en el documento que deba notificarse; 
c)Cuando en la entrega del citatorio se hayan cometido vicios de procedimiento, siempre que la diligencia 
prevista en dicho citatorio se haya entendido directamente con el interesado o con su representante legal; 
d)Cuando existan irregularidades en los citatorios, en las notificaciones de requerimientos de solicitudes de 
datos, informes o documentos, o en los propios requerimientos, siempre y cuando el particular desahogue los 
mismos, exhibiendo oportunamente la información y documentación solicitada; 
e)Cuando no se dé a conocer al contribuyente visitado el resultado de una compulsa a terceros, si la 
resolución impugnada no se sustenta en dichos resultados, y 
f)Cuando no se valore alguna prueba para acreditar los hechos asentados en el oficio de observaciones o en 
la última acta parcial, siempre que dicha prueba no sea idónea para dichos efectos. 
El Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar 
la resolución impugnada o para ordenar o tramitar el procedimiento del que derive y la ausencia total de 
fundamentación o motivación en dicha resolución. 
Cuando resulte fundada la incompetencia de la autoridad y además existan agravios encaminados a 
controvertir el fondo del asunto, el Tribunal deberá analizarlos y si alguno de ellos resulta fundado, con base 
en el principio de mayor beneficio, procederá a resolver el fondo de la cuestión efectivamente planteada por 
el actor.” 



febrero de dos mil veintitrés, que se le notificó al demandante del 

proceso administrativo en su contra, de manera escrita y que el 

demandante recibió así como su derecho de audiencia, y que con ello se 

demostró no tener interés alguno por ejercitar su derecho; tratando de 

hacer una justificación somera en las respectivas contestaciones de la 

demanda, con lo cual viola a lo dispuesto por el artículo 29, de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, toda vez que en la contestación de la demanda no podrá 

variarse fundamentación y motivación del acto impugnado la cita de los 

artículos en los que sustente su actuar deben constar en el texto del acto 

impugnado y no en diverso documento.  

 
Las consideraciones anteriores, se apegan al artículo 25, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José 

de Costa Rica”, que exige a los órganos judiciales, al interpretar los 

requisitos procesales legalmente previstos, tener presente la ratio de la 

norma con el fin de evitar que los meros formulismos o entendimientos 

no razonables de las normas procesales impidan un enjuiciamiento de 

fondo del asunto. 

 

Así, con el derecho fundamental de tutela jurisdiccional efectiva o 

acceso a la justicia, definido como el derecho público subjetivo que toda 

persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para 

acceder de manera expedita -esto es, sin obstáculos- a tribunales 

independientes e imparciales, a plantear una pretensión o defenderse de 

ella, con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten 

ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su 

caso, se ejecute esa decisión. 

 

De las constancias que obran dentro del presente expediente, se 



 
DEMANDANTE: 
*********************************************. 
DEMANDADO: DIRECCIÓN GENERAL 
DE SEGURIDAD PÚBLICA, POLICÍA 
PREVENTIVA Y TRÁNSITO 
MUNICIPAL DE LA PAZ, BAJA 
CALIFORNIA SUR Y OTROS. 
EXPEDIENTE NÚMERO: 062/2023-
LPCA-II. 
 

21 
 

advierte que obra agregado el acuerdo de fecha veintinueve de 

agosto de dos mil veintidós, mediante el cual entre otras cosas el 

Titular de la Unidad de Asuntos Internos de la Dirección General de 

Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal emite el 

acuerdo de inicio del procedimiento de sanciones, que se registre la 

queja número ***/2022, y ordena citar al ahora demandante a fin de que 

se le sea notificado el inicio de procedimiento de sanción instaurado en 

su contra para que manifieste lo que en derecho corresponda, sin 

advertirse haberle dado la oportunidad debidamente de comparecer en 

hora y fecha para tal fin, es decir que lo haya citado a una audiencia 

inicial que deberá realizarse entre 5 y 10 días hábiles contados a partir 

del día siguiente a la notificación del interesado, en la que se le hará 

saber al sujeto a procedimiento su derecho a manifestar lo que a su 

derecho convenga en torno a los hechos imputados, y ofrecer pruebas, 

lo cual podrá realizar de manera verbal o por escrito, por sí o por 

conducto de representante legal el cual en todo caso deberá contar con 

titulo y cedula profesional para ejercer la carrera de licenciado en 

derecho a quien se le otorgaran facultades de representación mediante 

escrito ratificado ante la presencia del Órgano de Control Interno o bien 

en el acto de su comparecencia ante el Órgano de Control mencionado, 

con el apercibimiento que en caso de no comparecer a la audiencia se 

le tendrán por aceptados los hechos y responsabilidades que se le 

imputen, y se le tendrá por perdido su derecho a ofrecer pruebas y de 

alegar en su favor.  



Constatando con ello, vicios del procedimiento que afectan las 

defensas del particular y trascienden en el sentido del fallo, toda vez 

que, en las etapas del procedimiento son las que la autoridad 

demandada debe verter sus consideraciones para llevar a cabo la 

determinación tomada, de lo contrario, al no asentarse los extremos de 

su decisión tomada y hacerlos del conocimiento, se considera que 

queda en indefensión el presento o en su caso, al que resulte afectarle 

la resolución.  

 

En primer término, es preciso señalar que la notificación debe 

derivar del acuerdo de inicio del procedimiento administrativo, 

mediante el cual, entre otras cosas, se ordena citar al imputado para 

que comparezca a rendir su declaración y no en razón de que 

únicamente por un lado en el acuerdo de fecha veintinueve de agosto 

del dos mil veintidós, se determine citar oportunamente al 

demandante a fin de que se le sea notificado el inicio del procedimiento 

de sanción en su contra para que manifieste lo que en su derecho 

corresponda, y por otra parte en la notificación de fecha veinte de 

septiembre del dos mil veintidós, sin haberse acordado previamente 

por autoridad correspondiente se asiente entre otras cosas a lo que 

interesa lo siguiente: “…se le hace saber que cuenta con un término de 

diez días hábiles para ofrecer pruebas dentro del procedimiento en que 

se actúa, firmando de enterado (a) para constancia...”, sino que desde 

la emisión del acuerdo de inicio de procedimiento administrativo se 

debe cumplir con el procedimiento establecido de manera clara en el 

artículo 49, párrafo primero, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, y 

párrafos segundo y tercero, del Reglamento de la Comisión de Honor 

y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública, Policía 

Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, Baja California Sur, 

situación que en la especie no aconteció por parte de las autoridades 
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demandadas. 

 

En ese sentido, conforme al procedimiento establecido en el 

artículo 49, párrafo primero, fracción III, del Reglamento de la Comisión 

de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública, 

Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, Baja California Sur, 

que dice: 

 

“Artículo 49.- Las sanciones se impondrán por conducto de la 
Comisión mediante procedimiento disciplinario, que se 
sujetara a las siguientes disposiciones: 

I. Se iniciará de oficio o por queja presentada por el Superior 
Jerárquico, un particular o servidor público de la propia 
institución a que pertenezca el elemento policial o ajeno a 
ésta, ante el Órgano de Control Interno o área equivalente 
de la dirección General. 

II. El Órgano de Control Interno por conducto de su titular 
como Secretario Técnico de a Comisión podrá disponer la 
práctica de investigaciones a fin de corroborar si existen 
elementos suficientes para presumir la responsabilidad del 
elemento policial, debiendo entenderse que cualquier 
diligencia o acto realizado u ordenado por el Secretario 
Técnico que se dé previo o dentro del procedimiento a 
excepción de la ratificación del acuerdo de no inicio del 
procedimiento y de la resolución definitiva del 
procedimiento se tendrá por realizada por cuenta y a 
nombre de la Comisión. 

III. Si de la queja o del resultado de la investigación se 
desprenden elementos de los que se advierta una 
posible responsabilidad, el Órgano de Control Interno 
emitirá un acuerdo de inicio de procedimiento, le 
notificará de manera personal y por escrito la queja 
presentada en su contra o el acta administrativa de la 
cual se derive una posible responsabilidad, haciéndole 
saber los hechos que se le imputan, los medios de 
constatación recabados en la investigación y citándolo 
a una audiencia que deberá realizarse ente 5 y 10 días 
hábiles contados a partir del día siguiente a la 
notificación del interesado. En dicha notificación se le 



hará saber al sujeto a procedimiento su derecho a 
manifestar lo que a su derecho convenga en torno a los 
hechos imputados, y ofrecer pruebas, lo cual podrá 
realizar de manera verbal o por escrito, por sí o por 
conducto de representante el cual en todo caso deberá 
contar con titulo y cédula profesional para ejercer la 
carrera de Licenciado en Derecho a quien se le 
otorgarán facultades de representación mediante 
escrito ratificado ante la presencia del Órgano de 
Control Interno o bien en el acto de su comparecencia 
ante el Órgano de Control mencionado, apercibiéndolo 
que en caso de no comparecer a la audiencia se le 
tendrán por aceptados los hechos y responsabilidades 
que se le imputan, y se le tendrá por perdido su derecho 
de ofrecer pruebas y de alegar en su favor. 

IV. Si en la audiencia se advierten elementos que impliquen la 
configuración de otras causales de responsabilidad del 
servidor público sujeto a procedimiento o de la participación 
de otros, se les vinculará al mismo, cumpliendo con las 
formalidades establecidas en las fracciones que anteceden; 

V. Serán admisibles las pruebas que conforme a derecho 
procedan, excepto las que fueren contrarias a derecho, la 
moral, las buenas costumbres y las que se obtuvieran 
vulnerando los derechos fundamentales de las personas 
aplicándose para el efecto, para su desahogo y valoración, 
lo dispuesto en el Código de Procedimientos Penales 
vigente en el Estado de manera supletoria, las pruebas 
deberán ofrecerse dentro de la audiencia respectiva y 
respecto de su admisión o desechamiento deberá 
necesariamente recaer un acuerdo escrito en el que se 
señale día y hora para su desahogo:  

VI. En un término no mayor de cinco días hábiles se citará a 
las partes a las audiencia de desahogo de pruebas, una vez 
desahogadas estas, el interesado podrá presentar en forma 
verbal o por escrito, al día siguiente hábil, los alegatos que 
a su derecho convengan; Formulados los alegatos o 
transcurrido el término para presentarlos sin que se hubiere 
realizado, el Titular del Órgano de Control Interno declarará 
cerrada la instrucción y en el supuesto de que se estime 
que haya elementos suficientes para la imposición de una 
sanción, el Secretario Técnico de la Comisión, elaborará el 
proyecto de resolución que turnará acompañado del 
expediente al Presidente de la Comisión, quien señalara día 
y hora para la celebración de la sesión de discusión y 
aprobación del proyecto y emitirá la convocatoria respectiva 
para la celebración, la cual deberá llevarse a cabo dentro 
de los cinco días hábiles siguientes a dicha solicitud. 

VII. La resolución tomará en consideración la falta cometida, la 
jerarquía y los antecedentes de la persona sujeta a 
procedimiento, las pruebas desahogadas y los alegatos 
presentados oportunamente y se tomará por mayoría de 
votos de los integrantes de la Comisión; 

VIII. De todo lo actuado se levantará constancia por escrito, 
debidamente firmada por los que intervinieron, en todo caso 
el Titular del Órgano de Control Interno deberá actuar ante 
dos testigos de asistencia adscritos a dicha oficina. 
Tratándose de las notificaciones estas serán realizadas por 
el Titular del Órgano de Control Interno sin necesidad de 
testigos de asistencia. 
Las resoluciones de la Comisión deberán realizarse de 
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manera Colegiada y se agregarán a los expedientes u hojas 
de servicio del integrante de la institución que corresponda 
y se solicitará se realicen las anotaciones en los registros 
correspondientes. 

IX. Las resoluciones que dicte la Comisión deberán resolverse 
conforme a las constancias del expediente, cumplir con las 
exigencias y formalidades esenciales del procedimiento, en 
lo no previsto por la Ley se aplicarán de manera supletoria 
los ordenamientos legales correspondientes. 

A falta de disposición expresa en este Reglamento, se aplicará la 
Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Baja California 
Sur y el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja 
California Sur de manera supletoria. 

El plazo para iniciar el procedimiento a que hace referencia el 
presente capítulo será de un año, contado a partir del día siguiente 
en que se haya cometido la presunta infracción; o a partir del día 
en que hubiere cesado si la infracción fuere de carácter continuo.” 

(Énfasis propio) 

 
De lo anteriormente transcrito se advierte, que una vez dictado 

el acuerdo de inicio del procedimiento administrativo, la autoridad le 

deberá notificar de manera personal, mediante el cual le hará saber los 

hechos que le son imputados y los derechos que le asisten, como lo 

son el de manifestar lo que en derecho convenga y ofrecer pruebas, de 

manera verbal o por escrito, para lo cual, se le citara a una audiencia 

que se deberá llevar a cabo dentro de los 5 (cinco) y 10 (diez) días 

hábiles siguientes a la notificación, así como tener representante que 

cuente con título y cedula profesional para ejercer la carrera de 

licenciado en derecho, lo que del análisis de la notificación impugnada 

no se advierte haberse realizado, pues aun y cuando no señala los 

hechos materia de la investigación y que le son imputados, tampoco se 

informaba con toda claridad y precisión los hechos y conductas 



infractoras que se le atribuyen y que dieron origen al procedimiento, a 

fin de que el ahora demandante estuviera en las mejores posibilidades 

de realizar una adecuada y oportuna defensa de sus intereses, sin que 

baste que únicamente se le informara o hiciera saber que cuenta con 

un término de diez días hábiles para ofrecer pruebas dentro del 

procedimiento en que se actúa, ya que para respetar los derechos 

de audiencia y debido proceso debe hacerse constar en ese 

documento, es decir en el acto que se notifica de manera precisa cuales 

son los hechos o conductas que dan origen al procedimiento, es decir, 

que conlleva además la obligación de precisar las circunstancias de 

modo, tiempo y lugar de la conducta realizada por el presunto infractor 

y encuadrarla exactamente en la hipótesis normativa previamente 

establecida como infracción o como falta grave que se le atribuye.  

 

Sin que sea jurídicamente aceptable que sólo se haga referencia 

a esa conducta reprochable de manera genérica, o englobarla 

conjuntamente con la de otro u otros presuntos infractores, ya que 

siempre se debe individualizar y encuadrar exactamente en la hipótesis 

normativa, sobre todo en los casos que una misma conducta e 

infracción le es imputada a más de un servidor público. Irregularidades 

todas que resultan violatorias a la garantía de audiencia que establece 

el artículo 14, constitucional, y que se traducen en vicios del 

procedimiento que indudablemente afectan las defensas del particular 

y consecuentemente, trascienden en el sentido de la resolución 

impugnada. 

 

Lo anterior, cobra relevancia ya que toda autoridad tiene la 

obligación de velar por un debido proceso, entendiéndose por el debido 

cumplimiento de las formalidades esenciales en un procedimiento, con 
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lo que se procura garantizar la defensa adecuada y la garantía de 

audiencia, buscando a toda costa evitar dejar en estado de indefensión 

al afectado, lo que en la especie no aconteció, pues como quedó 

evidenciado en párrafos anteriores, no se cumplió con lo establecido 

en las normas del procedimiento respecto a la notificación de inicio. 

 
Sirviendo de sustento a lo anterior, lo vertido en la jurisprudencia 

P./J. 47/95, con número de registro 200234, Pleno del Alto Tribunal, 

Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo II, Diciembre de 1995, página 133, que dice: 

 
“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON 
LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA 
DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de 
audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste 
en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente 
al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o 
derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre 
otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las 
que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada 
antes del acto de privación y que, de manera genérica, se 
traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio 
del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de 
ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) 
La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que 
dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos 
requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de 
audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.” 
 

En tal virtud, al quedar demostrados los vicios del procedimiento 

que afectaron las defensas del particular y trascendieron en el sentido 

de la resolución, de conformidad a lo establecido en la fracción III del 

artículo 59, en relación a la fracción III, del artículo 60, de la Ley de 



Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, esta Segunda Sala resolutora DECLARA LA 

ILEGALIDAD del acuerdo de fecha veintinueve de agosto de dos mil 

veintidós, la notificación de fecha veinte de septiembre de dos mil 

veintidós, y de la resolución impugnada de fecha diez de diciembre 

de dos mil veintidós, teniendo como consecuencia dejar sin efectos 

las actuaciones realizadas con base a ella, por consistir en un acto 

viciado de origen. 

 

Sirviendo de sustento a lo anterior, lo señalado en la 

jurisprudencia con número de registro 252103, Tribunales Colegiados 

de Circuito, Séptima Época, Semanario Judicial de la Federación, 

Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280, que dice: 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la 
autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos 
derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma 
estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales 
por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que 
de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos 
frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra 
parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal 
conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” 
 

Ahora bien, respecto a las ilegalidades declaradas en la presente 

sentencia (resolución impugnada de fecha diez de diciembre de dos mil 

veintidós, acuerdo de inicio del procedimiento administrativo de fecha 

veintinueve de agosto de dos mil veintidós, y de la notificación del 

acuerdo de inicio de fecha veinte de septiembre de dos mil veintidós) 

con motivo haberse demostrado tanto los vicios de forma, así como del 

procedimiento, de conformidad a lo establecido en la fracción II y III, 

del artículo 59, de la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo 

para el Estado de Baja California Sur, lo procedente es declarar la 
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nulidad acorde a lo contemplado en la fracción III7, del artículo 60, de 

la Ley en comento, para el efecto de que emita un acuerdo de inicio de 

procedimiento y se cumplan con las formalidades que establece el 

artículo 49, primer párrafo, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, y 

párrafos segundo y tercero, del Reglamento de la Comisión de Honor 

y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública, Policía 

Preventiva y Tránsito Municipal de La Paz, Baja California Sur, en la 

que se debe realizar lo siguiente: 

•  La autoridad demandada deje sin efectos el acuerdo de fecha 

veintinueve de agosto de dos mil veintidós, la notificación 

de fecha veintinueve de agosto de dos mil veintidós, la 

resolución de fecha diez de diciembre de dos mil veintidós, 

y las subsecuentes actuaciones, emitidas dentro del 

procedimiento administrativo identificado 

*********************************, por considerase que los vicios 

del procedimiento detectados transgredieron la garantía del 

hoy actor. 

• Resolver de nueva cuenta de manera fundada y 

motivadamente respecto a la emisión del acuerdo de inicio del 

procedimiento instaurado en contra de 

*******************************, hoy demandante, y se cumpla 

debidamente con todas y cada una de las etapas o fases del 

 
7 “III.- Siempre que se esté en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II y III, del artículo 
59 de esta Ley, el Tribunal declarará la nulidad para el efecto de que se reponga el procedimiento o se 
emita nueva resolución; en los demás casos, cuando corresponda a la pretensión deducida, también podrá 
indicar los términos conforme a los cuales deberá dictar su resolución la autoridad administrativa, y…” 
(Énfasis propio). 



procedimiento establecidas por el artículo 49, del Reglamento 

de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de 

Seguridad Pública, Policía Preventiva y Tránsito Municipal de La 

Paz, Baja California Sur.  

• Reponga el procedimiento a partir de una debida y 

oportuna citación al presunto responsable en el asunto, para que 

comparezca en términos de lo que establece el numeral 49, 

fracción III, Reglamento de la Comisión de Honor y Justicia de la 

Dirección General de Seguridad Pública, Policía Preventiva y 

Tránsito Municipal de La Paz, Baja California Sur, para efecto de 

salvaguardar la garantía de audiencia de las partes. 

• En su oportunidad y de encontrar elementos suficientes, 

turne las actuaciones a la autoridad legalmente competente para 

imponer, en su caso, la sanción correspondiente.  

 
Sirve de apoyo de criterio, lo establecido en la consecuente 

jurisprudencia: Época: Décima Época; Registro: 2008559; Instancia: 

Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación; Libro 15, febrero de 2015, Tomo II; 

Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 133/2014 (10a.); Página: 1689, 

misma de cuyo texto y epígrafe dice: 

 
“NULIDAD DE RESOLUCIONES O ACTOS DERIVADOS DEL 
EJERCICIO DE FACULTADES DISCRECIONALES. LA 
DECRETADA POR VICIOS DE FORMA DEBE SER PARA 
EFECTOS. De lo dispuesto en los artículos 51, 52 y 57 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
derivan las causas que dan lugar a la ilegalidad de la resolución 
impugnada, así como el tipo de nulidad que origina cada una de 
ellas y los actos que la autoridad debe realizar en cumplimiento de 
la sentencia anulatoria. En este marco se observa que cuando la 
resolución o acto materia del juicio deriva de un procedimiento 
oficioso iniciado con motivo del ejercicio de facultades 
discrecionales y se decrete su ilegalidad por vicios de forma, no 
puede decretarse su nulidad lisa y llana, ni simple o discrecional, 
sino que ésta debe ser para efectos, los cuales se traducen en que 
la autoridad determine dictar una nueva resolución o bien, decida 
no hacerlo, en el entendido de que si decide actuar deberá 
sujetarse al plazo de cuatro meses con los que cuenta para cumplir 
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con el fallo y a subsanar los vicios formales de que adolecía el acto 
declarado nulo, en los términos expresamente señalados en la 
sentencia que se cumplimente.” 
 

Por último, en vista de la trascendencia de lo aquí resuelto y de 

conformidad a lo facultado en el párrafo final del artículo 76, de la Ley de 

Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Baja 

California Sur, esta Segunda Sala estima pertinente ordenar notificar de 

manera personal a la parte demandante y por medio de oficio a las 

demandadas, con testimonio de la presente sentencia. 

 

Por lo anteriormente expuesto, no habiendo otro asunto por 

desahogar y con fundamento en los artículos 56, 57 y 60, fracción III, de 

la Ley de Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de 

Baja California Sur, se: 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: Esta Segunda Sala es COMPETENTE para tramitar y 

resolver en definitiva el presente juicio, de conformidad al considerando 

PRIMERO de esta resolución. 

 

SEGUNDO: NO SE SOBRESEE EL PRESENTE JUICIO por los 

fundamentos y motivos expuestos en el considerando TERCERO de esta 

resolución. 



TERCERO: SE DECLARA LA NULIDAD DE LAS 

RESOLUCIONES Y LOS ACTOS IMPUGNADOS, emitidas dentro del 

procedimiento administrativo identificado ********************************, 

consistentes en el acuerdo de fecha veintinueve de agosto del dos mil 

veintidós, de la notificación de fecha veinte de septiembre de dos mil 

veintidós, y la resolución de fecha diez de diciembre de dos mil 

veintidós, para los efectos de reponer el procedimiento, por los motivos 

y fundamentos expuestos en la parte final del considerando CUARTO de 

esta resolución. 

 

CUARTO: NOTIFÍQUESE personalmente a la parte demandante 

y por oficio a las autoridades demandadas, con testimonio de la presente 

resolución.  

 

NOTIFÍQUESE.- 

 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ramiro Ulises Contreras 

Contreras, Magistrado Instructor de la Segunda Sala del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California Sur, ante el 

Licenciado Érick Omar Chávez Barraza, Secretario de Estudio y Cuenta 

con quien actúa y da fe.  Doy fe. . - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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- - - - - - - - - - - - - -- - - - Dos Firmas ilegibles.- - - - - - - - - - - - - - - - - - -      

Esta Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Baja California Sur, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 28, 

29 fracciones III y IV, 106, 112 fracción III, 113 Y 119 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Baja 

California Sur; artículos 1 y 3, fracciones VIII y IX, de la Ley de Protección 

de datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados para el Estado 

de Baja California Sur; así como, el Lineamiento Séptimo fracción I y 

Lineamiento Trigésimo Octavo fracciones I y II, y Cuadragésimo de los 

Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación 

de la Información, para la Elaboración de Versiones Públicas; indica que 

fueron suprimidos de la versión pública de la presente sentencia el 

nombre de las partes y el de los terceros ajenos a juicio. Información 

considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en 

dichos supuestos normativos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

 

 


